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Consecutivo N° xxxx
Ibagué, XX de XXX de 2017.

SEÑOR
JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ (En primera instancia) O TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA (En segunda instancia)
Ibagué-Tolima
E. S. D.

REFERENCIA: 
Incidente de desacato de Acción de Cumplimiento N° XXXXXX
ACCIONANTE:  
XXXXXXXXXXXXXX
ACCIONADO: 
Universidad del Tolima

OMAR  MEJÍA PATIÑO, mayor de edad, domiciliado en Ibagué, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 12.137.078 de Neiva, obrando en calidad de Representante Legal de la Universidad del Tolima, nombrado como Rector mediante Acuerdo N° 021 de 12 de septiembre de 2016, expedido por el Consejo Superior y Acta de Posesión del 12 de septiembre de 2016; y encontrándome dentro del término procesal para hacerlo, respetuosamente, manifiesto a ese Honorable Despacho Judicial que procedo a rendir informe solicitado en virtud de la demanda de Acción Popular reglamentada por la Ley 393 de 1997, por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política, en los siguientes términos:

I. FRENTE A LOS HECHOS

1. Es cierto, (ARGUMENTAR)
2. No es cierto, (ARGUMENTAR)
3. No me consta, (ARGUMENTAR)
II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

CONSTITUCIONALES
1. Artículo 69 de la Constitución Nacional: 
“Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley. La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado. El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo. El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación superior”. 

2. Artículo 87 de la Constitución Nacional:

“Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido”.
LEGALES”.
1. Ley 30 de 1992, Capítulo VI. Autonomía de las Instituciones de Educación Superior, Artículo 28:

“La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional”.

2. Ley 30 de 1992, Capítulo VI. Autonomía de las Instituciones de Educación Superior, Artículo 29:
“La autonomía de las instituciones universitarias o escuelas tecnológicas y de las instituciones técnicas profesionales estará determinada por su campo de acción y de acuerdo con la presente Ley en los siguientes aspectos: a) Darse y modificar sus estatutos. b) Designar sus autoridades académicas y administrativas. c) Crear, desarrollar sus programas académicos, lo mismo que expedir los correspondientes títulos. d) Definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas, culturales y de extensión. e) Seleccionar y vincular a sus docentes, lo mismo que a sus alumnos. f) Adoptar el régimen de alumnos y docentes. g) Arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional. Parágrafo. Para el desarrollo de lo contemplado en los literales a) y e) se requiere notificación al Ministro de Educación Nacional, a través del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (Icfes)”.

3. Ley 393 de 1997, Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política, en su Artículo 1 establece:

“Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en esta Ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o Actos Administrativos”.
4. Ley 393 de 1997, Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política, en su Artículo 17 establece:
“El Juez podrá requerir informes al particular o a la autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud y en el caso de actuaciones administrativas pedir el expediente o la documentación donde consten los antecedentes del asunto. La omisión injustificada en el envío de esas pruebas al Juez acarreará responsabilidad disciplinaria.

El plazo para informar será de uno (1) a cinco (5) días, y se fijará según sea la índole del asunto, la distancia y la rapidez de los medios de comunicación.

Los informes se consideran rendidos bajo la gravedad del juramento”.

5. Ley 393 de 1997, Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política, en su Artículo 29 establece:
“El que incumpla orden judicial proferida con base en la presente Ley, incurrirá en desacato sancionable de conformidad con las normas vigentes, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias o penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el mismo Juez mediante trámite incidental; de no ser apelada se consultará con el superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres (3) días siguientes si debe revocar o no la sanción. La apelación o la consulta se hará en el efecto suspensivo”.
JURISPRUDENCIALES 
1. En sentencia T-068 de febrero 14 de 2012 con Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, la Corte Constitucional ha reiterado que: 
“El principio de autonomía universitaria, consagrado en el artículo 69 de la Carta Política, consiste en la facultad de la que gozan las universidades para darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos de acuerdo con la ley, ha sido concebido por esta Corporación “como un principio de autodeterminación derivado de la Constitución, que propende por la garantía para los centros educativos de desarrollar su misión, filosofía y objetivos, en un entorno adaptado a su ideología y los fines académicos que se plantea.  La Corte ha precisado que a pesar de la naturaleza constitucional del principio de autonomía universitaria y de su importancia en el Estado Social de Derecho, no es dable sostener que sea absoluto y, por tanto, que no encuentre límites de ninguna especie. Por el contrario, ha concluido que en su ejercicio, las instituciones educativas deben respetar los valores y principios consagrados en la Constitución...”

2. En Sentencia T-531 de 2014 con Magistrado Ponente Luis Guillermo Guerrero Pérez, la Corte Constitucional ha establecido:

“La autonomía universitaria ha sido definida por esta Corporación como “un atributo que les permite a las instituciones de educación superior autorregularse filosófica y de autodeterminarse administrativamente, es por ello que cada una de estas instituciones educativas tienen la potestad de expedir sus propias reglas internas (estatutos).” En este sentido, a través del ejercicio esta atribución se expiden reglas dirigidas a regular a los actores del sistema educativo durante todo el proceso académico y en torno a las relaciones que surgen entre ellos. De manera particular, este Tribunal ha señalado las siguientes materias susceptibles de regulación: (i) darse y modificar sus estatutos; (ii) establecer los mecanismos que faciliten la elección, designación y períodos de sus directivos y administradores (iii) desarrollar sus planes de estudio y sus programas académicos, formativos, docentes, científicos y culturales; (iv) seleccionar a sus profesores y admitir a sus alumnos; (v) asumir la elaboración y aprobación de sus presupuestos y (vi) administrar sus propios bienes y recursos”.

3. En Sentencia C-367 de 2014, con Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo, la Corte Constitucional ha establecido:

“A pesar de ser una sanción, el objeto del desacato no es la sanción en sí misma, sino propiciar que se cumpla el fallo de tutela. Cumplir con la orden serviría para evitar la sanción, valga decir, evitar que se imponga el arresto y la multa previstos en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991. En la medida en que el desacato puede hacer que se cumpla con el fallo en comento, es un instrumento procesal que puede garantizar de manera adecuada el acceso a la administración de justicia.
Entre el desacato y el cumplimiento existen las siguientes diferencias: (i) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal. (ii) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el desacato es subjetiva. (iii) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia. (iv) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público”.
INSTITUCIONALES

1. La Ordenanza N° 005 de 1945 “por medio de la cual se crea la Universidad del Tolima y el fondo acumulativo de la misma”, como ente autónomo Departamental.

2. Acuerdo y /o Resoluciones del Consejo Superior que crea y/o reglamenta la dependencia con estructura organizacional y funciones.

3. Normatividad Institucional según el caso.

III. ÓRDENES JUDICIALES

Fallo N° XXXXX, proferido el día XX del XX de 2017, por el JUEZ ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ (En primera instancia) O TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA (En segunda instancia), mediante el cual ordena a la Universidad del Tolima XXXXXXXX.
(Establecer en términos claros y precisos, la orden impartida por el juez de conocimiento).

IV. ARGUMENTOS DE DEFENSA
(Se deberá acreditar cómo la universidad ha cumplido en modo y tiempo con lo ordenado por el juez).

V. SOLICITUDES
1. Le solicito de manera comedida señor juez, no declarar el desacato de la Universidad del Tolima, y absuelva de cualquier responsabilidad frente a la presente acción a la institución. 
2. Que no se condene a la Universidad del Tolima al pago de suma alguna, por cuanto XXXXXXX.
VI. PRUEBAS
Solicito señor Juez se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas:
1.  
VII. ANEXOS

Con el presente escrito como anexos presento los siguientes documentos:

1. Copia del Acuerdo N° 021 de 12 de septiembre de 2016, mediante el cual se nombró en interinidad al Rector de la Universidad del Tolima.

2. Copia del Acta de Posesión del Rector Omar A. Mejía Patiño de fecha 12 de septiembre de 2016.
3. Copia de los documentos relacionados en el acápite de pruebas.
VIII. NOTIFICACIONES

· Dirección: Universidad del Tolima - Barrio Santa Helena Parte Alta, bloque de Rectoría 2do piso.
· Teléfono: 2771212 Ext 9111-9112
· Correo: rectoria@ut.edu.co 
Del Juez / Honorable Magistrado,

OMAR MEJIA PATIÑO

C.C.   12.137.078 de Neiva

Rector 

Universidad del Tolima

Nombre

Cargo

Dependencia

Universidad del Tolima 

Nombre y firma de quien elabora

Nombre y firma de quien revisa 
Elaborado por: Oficina de Asesoría Jurídica – Universidad del Tolima

